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I. RESUMEN

1. El 27 de abril de 2007 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante,  “Comisión”, “Comisión Interamericana” o “CIDH”) recibió una denuncia del Comité de Familiares Detenidos en Honduras, COFADEH (en adelante, “peticionarios”), en representación de Adán Guillermo López Lone, Edwin Dagoberto López Lone, Gilda Rivera Sierra, Ana Suyapa Rivera Sierra, Marlen Irasema Jiménez Puerto y Milton Danilo Jiménez Puerto (en adelante, ‘’presuntas víctimas’’), en contra del Estado de Honduras (en adelante, “Estado”, “Honduras” o “Estado hondureño”). En la petición se alega que las presuntas víctimas habrían sido detenidas el 27 de abril de 1982 por agentes del Estado, sin orden judicial, privadas de libertad y sometidas a torturas y además, Gilda María Rivera Sierra y Marlen Irasema Jiménez Puerto habrían sido sometidas a violencia sexual. Asimismo, alegan que Adán Guillermo López Lone y Milton Danilo Jiménez Puerto fueron sometidos a un proceso penal arbitrario. Denuncian también la falta de investigación y sanción de los responsables de los hechos denunciados.
2. Los peticionarios sostienen que el Estado violó los artículos 5 (integridad personal), 7 (libertad personal), 8 (garantías judiciales) y 25 (protección judicial) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante, “Convención Americana” o “Convención”), en relación con la obligación de respeto y garantía establecida en el artículo 1.1. En cuanto al requisito del previo agotamiento de los recursos internos, alegan que resulta aplicable la excepción prevista en el artículo 46.2.c de la Convención Americana.
3. Por su parte, el Estado reconoce que si bien los hechos denunciados ocurrieron en 1982, no fue hasta 1995 que el Ministerio Público ejerció la acción penal contra los presuntos responsables e indica que el proceso a nivel interno no ha concluido. Expresa que serán los Tribunales de Justicia los que determinen las correspondientes responsabilidades penales.

4. Sin prejuzgar sobre el fondo de la denuncia, tras analizar las posiciones de las partes y en cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decide declarar el caso admisible a efectos del examen sobre la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos 5, 7, 8, 11, 13, 16 y 25, en concordancia con los artículos 1.1. de dicho tratado. La Comisión decide además, notificar esta decisión a las partes, publicarla e incluirla en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA.
II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN INTERAMERICANA

5. El 27 de abril de 2007 la Comisión recibió la petición y le asigno el número 524-07. El 29 de octubre de 2007 se transmitió las partes pertinentes de la petición al Estado, solicitándole que dentro del plazo de dos meses, presentara su respuesta, de conformidad con lo establecido en el artículo 30.3 del Reglamento de la CIDH. El Estado solicitó una prórroga inicial el 21 de diciembre de 2007 y el 11 de febrero de 2008 envió su respuesta. Dicha comunicación fue debidamente trasladada a los peticionarios.

6.  Además, la CIDH recibió información de los peticionarios en las siguientes fechas: 23 de mayo de 2008, 27 de enero de 2009, 6 de abril de 2009, 30 de abril de 2009, 3 de junio 2010, 24 de octubre de 2010, 15 de marzo de 2011, 31 de mayo de 2011 y 4 de octubre de 2011. Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al Estado. Asimismo, recibió información del Estado en las siguientes fechas: 8 de septiembre de 2008, 14 de septiembre de 2010 y 1 de julio de 2011. Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas a los peticionarios.

Proceso de Solución Amistosa

7. El Estado en su primera respuesta de fecha 11 de febrero de 2008 indicó que “se encuentra analizando la posibilidad de resolver el presente asunto mediante el proceso de solución amistosa”, y en su escrito del 8 de septiembre de 2008 expresó que “reitera a la Honorable Comisión Interamericana de Derechos Humanos que existe la plena disposición de intentar resolver la presente petición a través del proceso de solución amistosa”. Los peticionarios por su parte, en la nota del 23 de mayo de 2008 se manifestaron “abiertos a acaptar el ofrecimiento del Estado”, y agregaron que “la solución amistosa, deberá contener los términos y criterios internacionales en materia de derechos humanos”. Por lo anterior, el 23 de febrero de 2009 la CIDH se puso a disposición de las partes con miras a alcanzar una solución amistosa. El 6 de abril de 2009 remitieron una propuesta sobre los términos de la solución amistosa. El 3 de junio de 2010 los peticionarios renunciaron a continuar con el proceso de solución amistosa y el 15 de febrero de 2011 la CIDH confirmó que había dado por cerrado el dicho proceso.

III.
POSICIONES DE LAS PARTES
A. Los peticionarios 

8. Los peticionarios informan sobre la situación en Honduras en la década de los ochenta, en especial, indican que pese a existir un gobierno civil, habría habido de hecho un control de las fuerzas armadas, quienes habrían incurrido en ‘’abusos de autoridad, realizaban detenciones ilegales, y desapariciones de opositores políticos’’. Sostienen que las organizaciones estudiantiles, sindicales y populares eran vigiladas, infiltradas y sus principales líderes habrían sido asesinados o secuestrados por unidades militares.
9. Agregan que en la década de los ochenta, Adán Guillermo López Lone, Edwin Dagoberto López Lone, Gilda María Rivera Sierra, Marlen Irasema Jiménez Puerto y Milton Danilo Jiménez Puerto eran estudiantes de la Universidad Nacional Autónoma de Honduras y miembros de la Fuerza Universitaria Revolucionaria (FUR), organización legalmente inscrita en la Universidad, que según los peticionarios actuaba estrictamente dentro de este ámbito y sus actividades eran públicas, con una tendencia ideológica de abierta oposición a la forma de gobierno de esa época’’. Agregan que Ana Suyapa Rivera Sierra no pertenecía a ninguna organización estudiantil o política. 
10. Indican que el 27 de abril de 1982, aproximadamente a las 5.30 am un grupo de seis hombres fuertemente armados habrían allanado ilegalmente la casa donde las presuntas víctimas vivían, en la colonia de Miraflores, ciudad de Tegucigalpa. Señalan que Rafael Rivera Torres (padre de Gilda María y Ana Rivera Sierra) y quien alquilaba la casa que compartían los jóvenes, habría solicitado a los hombres armados las órdenes de captura, sin embargo, no habría habido respuesta a su solicitud y habría sido detenido también. Informan que Rafael Rivera Torres y las presuntas víctimas habrían sido trasladadas en varios vehículos, tipo pick up, doble cabina, sin placas y vidrios polarizados al escuadrón policial ubicado en el Barrio el Manchén. Señalan que todo habría sucedido a la vista de los vecinos de Colonia.
11. En el escuadrón policial del Barrio el Manchén las presuntas víctimas habrían sido introducidas en celdas e incomunicadas y Rafael Rivera Torres trasladado de regreso a su casa y obligado a permitir el cateo de la misma. Aseguran que el proceso de cateo se produjo ante la presencia de Enrique Flores Valeriano, vicerrector de la Universidad Nacional, Norma Lanza de Flores
 y Carlos Rivas García, diputado del Congreso Nacional. Sostienen que al terminar el registro, Rivera Torres habría acudido a escuadrón policial a preguntar por los seis jóvenes. 
12. Señalan que las presuntas víctimas habrían sido interrogadas en las celdas del escuadrón policial sobre generalidades de sus vidas personales y cuestiones políticas. Sostienen que habrían permanecido hasta la noche de ese mismo día, con los ojos vendados, las manos amarradas y amordazados, hasta que fueron trasladados a una casa ubicada a 45 minutos de Tegucigalpa. Informan que las presuntas víctimas coinciden en señalar que la violencia física, verbal, psicológica más grave habría ocurrido durante su estadía en la citada casa.
13. Detallan el trato que habrían recibido las presuntas victimas. En resumen, indican que habrían sido golpeados y amenazados de muerte y que Gilda María Rivera Sierra y Marlen Irasema Jiménez Puerto habrían sido amenazadas con ser violadas sexualmente. Alegan que los interrogaban por separado, sobre cuestiones de política universitaria, los principales líderes estudiantiles y la organización a la que pertenecían. Indican que hombres y mujeres habrían permanecido en habitaciones diferentes. Agregan que fueron privados de comida y que algunos tuvieron que hacer sus necesidades fisiológicas en su ropa, ya que pocas veces los llevaban al baño y cuando esto ocurría siempre habría una persona que los custodiaba. Guillermo López Lone habría sido encerrado en un clóset, amordazado y amarrado de manos y pies. Asimismo, se le habría colocado un hule que le cubría la cabeza y cara, mientras lo golpeaban. Afirman que a Edwin López Lone, hermano de Guillermo, se le habría dicho que su hermano ya estaría muerto y enterrado. Sostienen que Edwin fue interrogado y golpeado brutalmente y se habría utilizado un hule para asfixiarlo. Agregan que Milton Jiménez Puerto habría sido pateado en distintas partes del cuerpo, amenazado con que matarían a sus padres y le habrían dicho que Guillermo ya estaría muerto y enterrado. Asimismo, indican que Ana Suyapa Rivera Sierra habría sido mantenida bajo unas gradas con los ojos vendados y las manos amarradas. Señalan que pudo reconocer a uno de las personas que había participado en la detención.
14. Alegan que tanto Gilda María Rivera Sierra como Marlen Irasema Jiménez Puerto habrían sufrido actos de violencia física, verbal, psicológica y agresiones de tipo sexual. Indican que a Gilda le habrían pegado en la espalda, diciéndole que la iban a matar, que la iban a violar y que jamás encontrarían su cuerpo. Agregan que la introdujeron en un baño y la desnudaron, mientras le decían que iban a violarla, lo que le produjo pánico. Indican que fue colocada debajo de la ducha desde donde pudo observar a un hombre ensangrentado, aparentemente en ropa de dormir. Señala que trató de comunicarse con él, pero él se alejó y por miedo a sus captores no volvió a intentarlo. A Marlen Irasema le habrían dicho que uno de los muchachos estaba muerto y que antes de morirse habría dicho la verdad sobre ella. Indican que fue amenazada con ser torturada ‘’como torturaban a las guerrilleras en el Salvador, poniendo electrochoques en la vagina y en el pecho abriéndole las piernas y metiéndole un ratón’’. Asimismo, señalan que fue introducida a la fuerza en un armario. Agregan que un sujeto al que llamaban ‘’campesino’’ le habría tocado el cuerpo y la habría intentado besar. Señalan que la presunta víctima se habría resistido, a lo que el ‘’campesino’’ habría respondido diciendo que le ‘’hacía un favor ya que la iban a matar’’. 

15. Aseguran que se presentaron tres recursos de habeas corpus
, solicitando se investigara el paradero de los seis jóvenes. Indican que los tres recursos fueron declarados sin lugar debido a que los jueces ejecutores no habrían encontrado registros de la detención de las presuntas víctimas. Informan que la Corte Suprema habría ordenado el archivo de las diligencias y los recursos agregados al expediente judicial 445-82 de la Corte Suprema de Justicia.

16. Sostienen que el viernes 30 de abril de 1982 las presuntas víctimas habrían sido trasladadas nuevamente al escuadrón policial del barrio El Manchen en Tegucigalpa. Alegan que les habrían quitado las vendas y los amarres en las manos, les tomaron fotografías y fueron fichados. Asimismo, señalan que continuaron sin alimentación, sin explicación alguna sobre su detención y sin ofrecerles garantías de seguridad. 

17. Indican que el 4 de mayo de 1982 fueron liberadas Marlen Irasema Jiménez Puerto, Edwin Dagoberto López Lone, Gilda Rivera Sierra y Ana Suyapa Rivera Sierra, sin ninguna explicación. Alegan que Guillermo López Lone y Milton Jiménez Puerto, continuaron detenidos y que el 7 de mayo del mismo año, unos hombres vestidos de civil y otros de militar les habrían hecho firmar unos documentos que no les permitieron leer, hicieron estampar sus huellas y les tomaron fotografías. Aseguran que fueron puestos a la orden del Juzgado de Letras Primero de lo Criminal del Departamento de Francisco Morazán por ‘’Delitos que atentan contra la Seguridad del Estado y Tenencia de Armas Nacionales’’. Agregan que en la hoja de remisión se expresaría que fueron detenidos el 27 de abril a las 5:30 horas por ‘’resistencia y demostrar indicios que en la aludida casa se encontraban materiales explosivos’’. Afirman que estas afirmaciones son falsas. 

18. Respecto al proceso penal seguido en contra de Milton Jiménez Puerto y Guillermo López Lone, informan que el 7 de mayo de 1982 se les tomó declaración ante el Juzgado de Letras Primero de lo Criminal del Departamento de Francisco Morazán. Señalan que ese día se ordenó su detención y remisión a la Penitenciaria Central. Sostienen que el 13 de mayo de ese mismo año el juez dictó auto de prisión por Actividad Totalitarias y Disociadoras contra la Forma de Gobierno Republicano, Democrático y Representativo en perjuicio del Estado de Honduras.  Alegan que el mismo día fueron examinados por el doctor Luis Vidal Ramos, médico forense, quien expresó que a ‘’ambos se les encontró cicatrices y excoriaciones en las muñecas, lesión que tiene las características de las producidas por un arma contundente (cuerda)’’. Sostienen que el médico no habría analizado la existencia de otras lesiones, ‘‘como la insensibilidad y cefalea generalizada de la que se quejaban’’ y que tampoco se habría ordenado un examen sicológico, que permitiera determinar el daño causado por las alegadas torturas.

19. Alegan que el 14 de mayo de 1982 el abogado de las presuntas víctimas presentó una fianza depositaria para que fueran oídos en libertad. Ese mismo día el Juez resolvió con lugar la solicitud y ordenó la libertad provisional de Jiménez Puerto y López Lone. Agregan que el 25 de noviembre del 1983 el Juzgado de Letras Primero de lo Criminal decretó sobreseimiento definitivo por no existir prueba que justificara el auto de prisión. Señalan que el 15 de diciembre de 1983 la Corte de Apelaciones confirmó la sentencia de primera instancia.
20. Sobre las acciones judiciales a nivel interno, expresan que los habeas corpus interpuestos a favor de las presuntas víctimas al momento de su detención fueron infructuosos. Informan que el 21 de julio de 1995 la Fiscalía de Derechos Humanos presentó acusación en contra de 9 funcionarios por ser supuestos responsables de los delitos de asesinato en grado de tentativa y detención ilegal, en perjuicio de las presuntas víctimas. Indican que la Fiscalía solicitó secretividad en la etapa sumarial. Luego de practicarse diversas diligencias, informan que se dictó el 4 de diciembre de 1995 el auto de prisión en contra de los agentes del Estado Juan Blas Salazar, Alexander Raymundo Hernández Santos, Billy Fernando Joya Amendola, por los delitos de detención ilegal y asesinato en grado de tentativa de ejecución y en contra de Manuel de Jesús Trejo Rosa por el delito de tentativa de asesinato, en perjuicio de las presuntas víctimas. Señalan que sólo se habría tomado declaración a Juan Blas Salazar y que pese, a existir órdenes de captura, no se habrían realizado acciones para dar con el paradero de los demás imputados. Alegan que se practicaron diversas diligencias con gran dilación y esfuerzos insuficientes para impulsar el proceso o encontrar a los culpables. Agregan que el 19 de mayo de 2002 se dictó sentencia condenatoria en contra de Juan Blas Salazar por el delito de detención ilegal con tratos crueles en perjuicio de Milton Danilo Jiménez Puerto y Adán Guillermo López Lone. La pena impuesta a Blas Salazar fue de cuatro años de reclusión. Respecto de los demás imputados, informan que todos se encuentran en libertad.
21. Sobre el agotamiento de los recursos internos argumentan que se aplicaría la excepción prevista en el artículo 46.2.c de la Convención Americana porque existiría un retardo injustificado en la decisión de los recursos internos, ya que al momento de presentarse la denuncia ante la CIDH habían transcurrido más de 12 años desde que se inició la investigación penal por lo hechos denunciados, y continúa pendiente la investigación y sanción de los responsables. Agregan que, además, la investigación a nivel interno está inactiva desde julio de 2006.
B.
El Estado

22. Sobre el contexto de violencia alegado por los peticionarios, el Estado indica que ‘’ha dado a conocer ampliamente ante las correspondientes instancias nacionales e internacionales, la responsabilidad que algunas de las autoridades tuvieron tras la puesta en práctica de la denominada Doctrina de Seguridad Nacional, durante los años ochenta’’. Asimismo, agrega que el Estado ha  realizado esfuerzos encaminados a procurar la reparación de los daños causados a las víctimas y a sus familiares y a garantizar a los ciudadanos que estos hechos no se repitan. En este sentido, reitera su compromiso con asegurar a todos los habitantes el pleno goce de la justicia, libertad, cultura y bienestar económico y social.
23. Sobre los hechos denunciados, ocurridos en 1982, indica que “el Estado no puede dejar de reconocer que fue hasta 1995, que se ejercitó la acción penal pública para deducir responsabilidad a los culpables de los hechos”. Agrega que el Ministerio Público presentó en 1995 acusación contra Alexander Raimundo [Hernández] Santos; Juan Blas Salazar Meza, Manuel de Jesús Trejo, Juan Evangelista López Grigalva, Billy Fernando Joya Amendola, Julio Cesar Funez Álvarez, José Amílcar Zelaya Rodríguez, Juan Ramón Peña Paz, Roberto Erazo Paz y Jorge Antonio Padilla, todos sindicados como autores de los delitos de tentativa de asesinato y detención ilegal en perjuicio de las presuntas víctimas. 
24. Informa que el proceso penal se identificó con el número 240-02 y se inició el 21 de julio de 1995 ante el entonces Juzgado de Letras Primero de lo Criminal del Departamento de San Francisco de Morazán. Agrega que 17 de octubre de 1995 el Tribunal ordenó la captura de 4 de los acusados y posteriormente respecto de los demás, según detalla en documentos adjuntados al expediente ante la CIDH.  Afirma que como resultado de las actuaciones realizadas en el proceso, el Juzgado decretó auto de prisión respecto de Alexander Raimundo [Hernández] Santos; Juan Blas Salazar Meza, Manuel de Jesús Trejo, Billy Fernando Joya Amendola y José Amílcar Zelaya Rodríguez. Señala que de conformidad con el procedimiento penal imperante en ese momento, el auto de prisión procedía al encontrar el juez prueba de la comisión de delito e indicio racional de participación por parte de los acusados. Alega que si bien el Código de Procedimientos Penales de 1985 exigía que el sumario o parte instructiva del proceso durara como máximo un mes, en la práctica la dilación y falta de celeridad eran características propias del procedimiento escrito e inquisitivo que regía en la época. Sostiene que las causas de retardo fueron desde la aglomeración de causas en los tribunales hasta la falta de personal y recursos. Indica que por ello el Estado promovió la reforma del sistema de justicia penal en Honduras, que tiene vigencia desde 2002. Asimismo, señala que en el caso particular, además de los factores mencionados y la complejidad del juicio, considera que tuvo incidencia en la duración del proceso, la interposición persistente de recursos de apelación, amparo y casación, tanto por la parte acusadora como por la defensa de las presuntas víctimas. 

25. Informa que como resultado del proceso 240-02 se condenó a uno de los acusados, Juan Blas Salazar Meza, antiguo Director de la desaparecida Dirección Nacional de Investigación, por los delitos de detención ilegal y asesinato en grado de ejecución de tentativa, en perjuicio de dos de las seis presuntas víctimas. Sin embargo, informa que la sentencia no habría sido ejecutada. Afirma que el proceso no habría concluido y que “serán los Tribunales de Justicia los llamados a determinar la responsabilidad penal de los demás imputados”. Reconoce que el tiempo transcurrido para resolver el caso ha sido considerable, pero señala que la CIDH debe tener en cuenta sus argumentos para determinar la procedencia de la petición.
26.  El Estado manifestó su interés de lograr un acuerdo de solución amistosa. El 1 de julio de 2011, informó sobre diligencias realizadas a nivel interno durante los años 2008 a 2010. 
IV.
ANÁLISIS
A.
Competencia ratione personae, ratione loci, ratione temporis y ratione materiae de la Comisión Interamericana
27. Los peticionarios se encuentran facultados por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar denuncias ante la CIDH. La petición señala como presuntas víctimas a seis personas individuales, respecto de quienes el Estado hondureño se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana y en otros instrumentos internacionales. Por lo anterior, la CIDH tiene competencia ratione personae para conocer la presente petición.
28. La CIDH tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de un Estado parte en dicho tratado. 
29. La CIDH tiene competencia ratione temporis, por cuanto los hechos alegados habrían tenido lugar cuando la obligación de respetar y garantizar los derechos establecidos en la Convención ya se encontraba en vigor para Honduras, Estado que depositó el respectivo instrumento de ratificación el 8 de septiembre de 1977. Finalmente, la CIDH tiene competencia ratione materiae porque en la petición se denuncian violaciones a derechos humanos protegidos en la Convención Americana. 
B.
Otros requisitos de admisibilidad de la petición
1.
Agotamiento de los recursos internos
30. El artículo 46.1.a de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, tener la oportunidad de solucionarla antes de que sea conocida por una instancia internacional. El artículo 46.2 de la Convención por su parte establece tres supuestos en los que no se aplica la regla del agotamiento de los recursos internos: a) que no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados; b) que no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos de la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos; y c) que haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.  Estos supuestos no se refieren sólo a la existencia formal de tales recursos, sino también que estos sean adecuados y efectivos.

31. En el presente caso, los peticionarios sostienen que se aplicaría la excepción prevista en el artículo 46.2.c de la Convención Americana porque habría habido por parte de las autoridades hondureñas un retardo injustificado en la decisión de los recursos internos. Por su parte, el Estado reconoce que si bien los hechos denunciados ocurrieron en 1982, no fue hasta 1995 que el Ministerio Público ejerció la acción penal contra los presuntos responsables. Al respecto, argumentó que el retardo en las decisiones a nivel interno se debió a factores propios del sistema de administración de justicia hondureño como a la persistente interposición de recursos por la parte acusadora y la defensa de los imputados.   

32. Sin entrar a analizar los argumentos desarrollados por las partes acerca de la presunta violación de las garantías judiciales y protección judicial, la Comisión observa que las siguientes personas, Adán Guillermo López Lone, Edwin Dagoberto López Lone, Gilda Rivera Sierra, Ana Suyapa Rivera Sierra, Marlen Irasema Jiménez Puerto y Milton Danilo Jiménez Puerto habrían sido detenidas el 27 de abril de 1982 presuntamente por agentes del Estado, sin orden judicial, privadas de libertad, trasladadas a centros ilegales de detención y presuntamente sometidas a tratos crueles, inhumanos y torturas, siendo 4 de ellas dejadas en libertad a los pocos días y dos sometidas a un proceso que terminó en el año 1983 con un sobreseimiento definitivo. Asimismo, observa que sobre estos alegados hechos el Ministerio Público hondureño presentó acusación fiscal en 1995, ocho años después de sucedidos, contra varios funcionarios públicos por su presunta participación en los hechos denunciados.  
33. También observa la CIDH que, pese a que dictaron órdenes de captura contra los funcionarios presuntamente implicados, según información proporcionada por las partes, solo habría sido juzgado y condenado a Juan Blas Salazar Meza, antiguo Director de la desaparecida Dirección Nacional de Investigación, por los delitos de detención ilegal y asesinato en grado de ejecución de tentativa de dos de las seis presuntas víctimas y que la sentencia no habría sido cumplida. Respecto de los demás acusados por el Ministerio Público, el proceso aún no ha sido concluido. 

34. La Comisión observa que el Estado no ha proporcionado información concreta sobre la conclusión del proceso o sobre las medidas dispuestas para que avance más allá de la etapa inicial de investigación.  El Estado tampoco ha proporcionado información sobre avances que conducirían a esclarecer los hechos y a sancionar a los responsables. Por ello, la Comisión Interamericana establece –a efectos de la admisibilidad– que se ha verificado un retardo injustificado por parte de los órganos jurisdiccionales hondureños respecto a los hechos denunciados.  En consecuencia, la CIDH aplica al presente asunto la excepción al agotamiento de los recursos internos de la jurisdicción interna prevista en el artículo 46.2.c de la Convención Americana.

35. Sólo resta señalar que la invocación de las excepciones a la regla del agotamiento de los recursos internos previstas en el artículo 46.2 de la Convención se encuentra estrechamente ligada a la determinación de posibles violaciones a ciertos derechos allí consagrados, tales como las garantías de acceso a la justicia. Sin embargo, el artículo 46.2, por su naturaleza y objeto, es una norma con contenido autónomo, vis á vis las normas sustantivas de la Convención. Por lo tanto, la determinación de si las excepciones a la regla del agotamiento de los recursos internos previstas en dicha norma resultan aplicables al caso en cuestión debe llevarse a cabo de manera previa y separada del análisis del fondo del asunto, ya que depende de un estándar de apreciación distinto de aquél utilizado para determinar la violación de los artículos 8 y 25 de la Convención. Cabe aclarar que las causas y los efectos que han impedido el agotamiento de los recursos internos en el presente caso serán analizados, en lo pertinente, en el informe que adopte la Comisión sobre el fondo de la controversia, a fin de constatar si efectivamente configuran violaciones a la Convención.
2.
Plazo de presentación de la petición 

36. Conforme a lo dispuesto en el artículo 46.1.b de la Convención para que una petición pueda ser admitida, debe presentarse dentro del plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que la parte denunciante fue notificada de la decisión definitiva dictada a nivel nacional.  La norma de los seis meses garantiza certidumbre y estabilidad jurídica una vez que una decisión ha sido adoptada.  Sin embargo, en virtud del artículo 32.2 del Reglamento de la CIDH, en aquellos casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al requisito del previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión. A tal efecto, la Comisión debe considerar la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso.

37. En la petición bajo estudio, la CIDH ha considerado procedente la aplicación de la excepción al agotamiento de los recursos de jurisdicción interna prevista en el artículo 46.2.c de la Convención Americana. Teniendo en cuenta que los hechos alegados ocurrieron en abril de 1982, que el Ministerio Público interpuso acusación penal contra los presuntos responsables en 1995 y que aún está pendiente el proceso penal a nivel interno y la ejecución de la sentencia de la única persona condenada, la CIDH concluye que la petición fue presentada en un plazo razonable y, por tanto, considera cumplido el requisito establecido en el artículo 46.1.b de la Convención.
3.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional

38. No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por éste u otro órgano internacional. Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c y 47.d de la Convención.
4.
Caracterización de los hechos alegados

39. La Comisión considera que no corresponde en esta etapa del procedimiento decidir si se produjeron o no las alegadas violaciones en perjuicio de las presuntas víctimas.  A efectos de la admisibilidad, la CIDH debe resolver en este momento únicamente si se exponen hechos que, de ser probados, caracterizarían violaciones a la Convención Americana, como lo estipula el artículo 47.b de la misma, y si la petición es "manifiestamente infundada" o si es “evidente su total improcedencia”, según el inciso (c) del mismo artículo.

40. El criterio para la apreciación de estos extremos es diferente al requerido para pronunciarse sobre los méritos de una denuncia. La CIDH debe realizar una evaluación prima facie y determinar si la denuncia fundamenta la aparente o potencial violación de un derecho garantizado por la Convención Americana, mas no establecer la existencia de dicha violación
.  En la presente etapa corresponde efectuar un análisis sumario que no implica un prejuicio o un avance de opinión sobre el fondo. El propio Reglamento de la Comisión Interamericana, al establecer una fase de admisibilidad y otra de fondo, refleja esta distinción entre la evaluación que debe realizar la Comisión Interamericana a fin de declarar una petición admisible y la requerida para establecer si se ha cometido una violación imputable al Estado
.

41. Asimismo, ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen al peticionario identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la Comisión, aunque los peticionarios pueden hacerlo. Corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría establecerse su violación si los hechos alegados son probados mediante elementos suficientes.
42. En el presente caso, los peticionarios alegan que las presuntas víctimas, cinco de los cuales pertenecían a una organización universitaria, habrían sido detenidas ilegalmente, secuestradas y torturadas en un contexto de represión política -basada en la Doctrina de Seguridad Nacional-, dirigida en contra de las personas percibidas como opositoras al régimen imperante. Además, alegan que las presuntas víctimas no habrían tenido acceso a un debido proceso.
43. De acuerdo con los hechos expuestos, la Comisión considera que, de comprobarse como ciertos, podrían configurar violaciones a los derechos contenidos en los artículos 5, 7, 8, 13, 16 y 25 de la Convención Americana, respectivamente, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento internacional. Con relación a las alegaciones sobre violencia sexual presuntamente perpetrada por agentes del Estado en contra de Gilda María Rivera Sierra y Marlen Irasema Jiménez Puerto, la Comisión decide incluir, además de los artículos antes indicados, el 11 de la Convención Americana en relación con el artículo 1.1. de dicho instrumento internacional. La CIDH analizará las la presunta falta de investigación de las violaciones alegadas, a la luz de las disposiciones contenidas en la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura y en la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, en relación con el artículo 2 de la Convención Americana. 
44. Por cuanto a la falta de fundamento o la improcedencia del reclamo, la CIDH concluye que los peticionarios han acreditado prima facie los extremos requeridos en el artículo 47.b de la Convención Americana.
V.
CONCLUSIONES

45. La Comisión concluye que es competente para examinar los reclamos presentados por los peticionarios sobre la presunta violación de los artículos 5, 7, 8, 11, 13, 16 y 25 en concordancia con el artículo 1.1 de la Convención Americana, y que éstos son admisibles, conforme a los requisitos establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana.
46. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos y sin prejuzgar sobre el fondo del asunto,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,
DECIDE:
1. Declarar admisible el presente reclamo con relación a los artículos 5, 7, 8, 11, 13, 16 y 25 en concordancia con el artículo 1.1 de la Convención Americana.
2. Notificar esta decisión al Estado hondureño y a los peticionarios.

3. Continuar con el análisis del fondo de la cuestión.

4. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 13 días del mes de noviembre de 2012.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primer Vicepresidenta; Presidente; Felipe González, Segundo Vicepresidente, Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 


















� De acuerdo a información aportada por los peticionarios, Enrique Flores Valeriano y Norma Lanza de Flores vivían cerca de la casa que habitaban las presuntas víctimas.


� A) Recurso de Exhibición Personal del 28 de abril presentado ante la Corte Suprema de Justicia por Anarela Velez (exp 445-82), B) Recurso de Exhibición Personal del 28 de abril presentado por Ismael Zepeda ante la Corte Suprema con el fin de que el juez Ejecutor se apersone a las cárceles. C) Recurso de Exhibición Personal del 30 de abril presentado por Rivera Torres ante la Corte Suprema de Justicia


� Ver CIDH, Informe No. 128/01, Caso 12.367, Mauricio Herrera Ulloa y Fernán Vargas Rohrmoser del Diario “La Nación” (Costa Rica), 3 de diciembre de 2001, párr. 50; Informe No. 4/04, Petición 12.324, Rubén Luis Godoy (Argentina), 24 de febrero de 2004, pár. 43; Informe No. 32/07, Petición  429-05, Juan Patricio Marileo Saravia y Otros (Chile), 23 de abril de 2007, párr. 54.


� Ver CIDH, Informe No. 31/03, Caso 12.195, Mario Alberto Jara Oñate y otros (Chile), 7 de marzo de 2003, párr. 41; Informe No. 4/04, Petición 12.324, Rubén Luis Godoy (Argentina), 24 de febrero de 2004, párr. 43; Petición 429-05, Juan Patricio Marileo Saravia y Otros (Chile), 23 de abril de 2007, párr. 54; Petición 581-05, Víctor Manuel Ancalaf LLaupe (Chile), 2 de mayo de 2007, párr 46.
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